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Vía Ordinaria 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón, la Jueza 

Surén Fuentes y la Jueza Cortés González  
 

Cortés González, Jueza Ponente 
 

 

RESOLUCIÓN 
 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de septiembre de 2018. 

 La Sra. Abidith Marzán Castro (señora Marzán o peticionaria), 

comparece ante este foro, por derecho propio, con el fin de solicitar la 

revisión de la Orden sobre Ejecución de Sentencia y Venta de Bienes, 

dictada el 6 de agosto de 20181, por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Bayamón (TPI). Mediante la referida Orden, el TPI declaró Con 

Lugar la solicitud de ejecución de sentencia presentada, mediante 

moción, por el Banco Santander de Puerto Rico (Santander o recurrido). 

La peticionaria expone en el recurso de título que el TPI incidió “al 

dictar una Orden de Ejecución de Sentencia que dispone el pago de 

sumas establecidas para el pago de recargos por demora, aun cuando 

la Sentencia no ordena el pago de dichas sumas de dinero.” 

 El recurrido presentó su Alegato en Oposición al “Certiorari”. 

Examinados los escritos de las partes, resolvemos. 

                                       
1 Archivada en autos y notificada el 7 de agosto de 2018. 
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I. 

La jurisdicción y competencia de este Tribunal para atender un 

recurso de certiorari están establecidas claramente en las disposiciones 

legales provistas por la Ley Núm. 103-2003, según enmendada, 

conocida como Ley de la Judicatura de 2003 (en adelante, Ley de la 

Judicatura de 2003), 4 LPRA secs. 24(t) et seq., la Regla 52.2 de 

Procedimiento Civil, supra, y en la Regla 33 de nuestro Reglamento, 4 

LPRA Ap. XXII-B R. 33. El Artículo 4.006(b) de la Ley de la Judicatura 

de 2003, supra, establece que este Tribunal conocerá de cualquier 

resolución u orden dictada por el Tribunal de Primera Instancia 

mediante certiorari expedido a su discreción. El Tribunal de Apelaciones 

tiene facultad para atender los méritos de un recurso de certiorari al 

amparo del citado Artículo 4.006(b), supra, si el mismo se presenta 

oportunamente dentro del término reglamentario de treinta (30) días, 

contado a partir del archivo en autos de copia de la notificación de la 

resolución u orden recurrida, a tenor con lo dispuesto por la Regla 

32(D) de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 32(D).  

Para determinar si procede la expedición de un recurso de 

certiorari en el que se recurre de alguna determinación post sentencia, 

debemos acudir directamente a lo dispuesto en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones (4 LPRA Ap. XXII-B). Al amparo 

de la precitada Regla, es preciso realizar un análisis y evaluar si a la luz 

de los criterios en ella enumerados se justifica nuestra intervención, 

pues distinto al recurso de apelación, este Tribunal posee discreción 

para expedir el auto del certiorari. Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 

DPR 834, 837 (1999). De este modo nuestra discreción no opera en el 

vacío y en ausencia de parámetros que la encaminen, sino que 

contamos con los criterios enumerados en dicha Regla para asistirnos 

en determinar si en un caso en particular procede que expidamos el 

auto discrecional del certiorari. I.G. Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 
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307, 338 (2012); Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580 

(2011). 

Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de los 

asuntos que nos son planteados mediante el recurso de certiorari, la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, señala los 

criterios que para ello debemos considerar.  Éstos son:  

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  
B.  Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema.  
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  
D.  Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales deberán 
ser elevados, o de alegatos más elaborados.  
E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración.  
F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia.  
   

Un certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de estos 

criterios aconseja la revisión del dictamen recurrido. Es decir, el 

ordenamiento impone que ejerzamos nuestra discreción y evaluemos si, 

a la luz de alguno de los criterios contenidos en la misma, se requiere 

nuestra intervención. De no ser así, procede que nos abstengamos de 

expedir el auto solicitado, de manera que se continúen los 

procedimientos del caso sin mayor dilación en el foro de primera 

instancia. 

II. 

 En el presente caso, el TPI dictó Sentencia Sumaria el 12 de 

octubre de 2016, notificada el 17 de octubre de 2016, en la cual declaró 

Ha Lugar la Demanda sobre cobro de dinero y ejecución de hipoteca, 

instada por Santander en contra de la señora Marzán. En 

consecuencia, el TPI determinó que la señora Marzán adeuda a 

Santander las siguientes sumas: “$247,213.69 de principal; intereses al 
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2.00% anual desde el 1 de junio de 2014, los cuales se acumulan 

mensualmente hasta el saldo total de la deuda; $1,288.50 por concepto 

de cargos por mora, los cuales continúan acumulándose hasta el saldo 

de la deuda; más la suma de $26,056.10 por concepto de honorarios de 

abogado.”2 Luego de que la peticionaria agotara los recursos de revisión 

disponibles ante este Tribunal de Apelaciones y ante el Tribunal 

Supremo, la Sentencia advino final y firme. 

 El 20 de julio de 2018, Santander interpuso Moción en Solicitud 

de Ejecución de Sentencia. El TPI emitió la Orden aquí recurrida en la 

que ordenó la expedición del correspondiente mandamiento dirigido al 

Alguacil para que proceda a la ejecución de la sentencia dictada en este 

caso, vendiendo en pública subasta el inmueble objeto de acción en este 

caso. 

 La peticionaria plantea que la orden recurrida incluyó una 

partida adicional a ser satisfecha con el producto de la venta judicial 

que no está dispuesta en la Sentencia. Endiente que, por ello, la orden 

recurrida es nula por no expresar los términos de la Sentencia, lo que, a 

su vez, hace nulo el mandamiento expedido. Añade que esto, además, 

está en contra de la Regla 51.2 de Procedimiento Civil, lo cual violenta 

sus derechos constitucionales y el debido proceso de ley.  

 Por su parte, Santander expone que el TPI no incurrió en el error 

señalado por la peticionaria, pues la Sentencia sí ordena el pago de las 

sumas de dinero relacionadas al principal, intereses, cargos por 

demora, costas, gastos y honorarios de abogado. Señala que la 

Sentencia emitida por el TPI es clara en torno a las partidas que se 

adeudan y se continúan acumulando hasta su saldo a Santander. 

Expresa, además, que la señora Marzán no establece en qué consiste la 

violación al debido proceso de ley, en relación al trámite sobre ejecución 

de la sentencia que es final y firme. Santander sostiene que no es de 

aplicación la prelación de pagos, tomando en consideración que los 

                                       
2 Recurso de Apelación, Apéndice, pág. 117 (Sentencia). 
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pagos han de ser distribuidos y/o aplicados en este caso a la misma 

parte. 

III. 

Por tanto, a la luz de los hechos y planteamientos de las partes, 

así como el Derecho aplicable, luego de evaluar la Sentencia y la Orden 

recurrida, tras analizar lo planteado bajo los criterios de la Regla 40 de 

nuestro Reglamento, supra, no hemos detectado que la Orden recurrida 

sea contraria a Derecho o que refleje un error manifiesto, prejuicio, 

parcialidad o pasión que amerite nuestra intervención en esta etapa de 

los procedimientos.  

En atención a las razones previamente expuestas, denegamos la 

expedición del auto de certiorari. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


